PERSONAS PROCESADAS CON ENFERMEDADES PSIQUIÁTRICAS

Las personas que cometen algún hecho delictual y que padecen de enfermedades psiquiátricas, se encuentran en una situación especial contemplada en el Código Procesal Penal, señalándose que ninguna medida de seguridad podrá ser aplicada en un recinto penal a personas "imputadas de un delito con sospecha de enfermedad mental, persona declarada inimputable por enfermedad mental o persona que le sobreviniere enfermedad mental", debiendo ser evaluadas y tratadas si corresponde en Establecimientos del Sistema Público de Salud.

Recientemente el país ha sido testigo de la presentación de un Recurso de Amparo en favor de un menor sometido a un tratamiento por enfermedad mental detenido luego de protagonizar un hecho delictual en la ciudad de Santiago. Resulta relevante señalar que en este caso, estando el menor bajo la tutela del SENAME, Servicio Nacional de Menores, este organismo ni la Defensoría Penal Pública, no hicieron presente al Juez de Garantía la situación especial en que se encontraba producto de su largo tratamiento psiquiátrico de público conocimiento. Debido a esta inexcusable negligencia del procedimiento de ambas instituciones públicas, el menor fue derivado por el Juez a un recinto de reclusión que, aunque dependiente del mismo SENAME, no reunía las condiciones para un tratamiento adecuado, cuando lo que correspondía era que fuera derivado a un recinto perteneciente a la Salud Pública y, más específicamente, a un centro de salud mental. 

El caso de este menor se ha convertido en un verdadero acto de denuncia pública que da cuenta de la vulnerabilidad en que se encuentran las personas afectadas por enfermedad mental en su acceso a la Justicia y las deficientes o casi nulas acciones de apoyo que se les brinda cuando finalizan los tratamientos médicos especializados y deben ser insertados en su entorno familiar y social. El acto de presentar el recurso de amparo debe entenderse como un apoyo a todos los niños que se encuentran o se encontrarán en la situación de Cristóbal y ese es el punto central de hacer esta denuncia. Por eso la apoyamos y por eso debe seguirse adelante con ella.

A raíz de la denuncia efectuada por "los profesionales" que iniciaron esta acción en conjunto con CORFADICH, y con motivo de haber ordenado el Cuarto Juzgado de Familia de Santiago la prohibición de informar acerca del caso, algunos Colegios de Profesionales sacarán un Comunicado de Prensa pronunciándose al respecto. Sobre este comunicado nuestra opinión es que no tiene nada de distinto de las denuncias que hacen permanentemente las Organizaciones de Familiares de personas con problemas de salud mental: falta de recursos para salud mental, falta de dispositivos para salud mental infanto-juvenil (ver Petitorio de Corfausam - I Encuentro Nacional 2012), falta de coordinación entre los dispositivos de salud mental comunitaria (hospitales generales, COSAM, CESFAM, Unidades de rehabilitación, Hogares y Residencias protegidas, etc.) y, en definitiva, la ausencia de un Plan Nacional de Salud Mental (no se conoce en este período ningún documento al respecto, sólo que se estaría "revisando" el anterior) apoyado por una Ley de Salud Mental (que no existe ni siquiera como proyecto en el Congreso ni de parte del Ejecutivo) que garantice el respeto de los derechos de las personas con afecciones de salud mental y que le asegure los recursos necesarios para su cumplimiento.
Se podrán hacer todos los sumarios que se soliciten al respecto, cuestión que, sabemos, demorará años según nuestra experiencia en el Instituto Horwitz en casos mucho más graves como ha sido la muerte de personas, pero esa no es la solución ni pone el acento en lo principal.
En verdad, "los profesionales" son una voz más en el complejo problema de la salud mental en Chile y no son los únicos. Y ojala esa voz perdure en el tiempo y no desaparezca como ha sucedido con otras iniciativas impulsadas por profesionales de la Salud Mental
En Corfadich estamos concientes de las fallas y debilidades del sistema judicial actual respecto de los temas de salud mental y discapacidad. Pero no se trata de sólo denunciarlas, también se trata de comprometerse a trabajar y proponer soluciones al problema; los familiares cumplimos con denunciar situaciones puntuales que surgen de la realidad misma de nuestros familiares, pero también cumplimos con el rol de indicar donde se producen las fallas y debilidades: cuáles son las descoordinaciones, dónde faltan recursos, donde falta capacitación de los funcionarios públicos, etc. Como ejemplo, está nuestra participación en reuniones con la Fiscalía del SENADIS, con la Corporación de Asistencia Judicial, con la Asociación de Defensores Penales Públicos y con carta enviada a la Ministra de Justicia y a todos los que les hemos señalado y presentado soluciones en temas que tienen que ver con respetar y garantizar los derechos de las personas imputadas que padecen de problemas de Salud Mental.
Somos los que hacemos auditorías a los procesos en la práctica y señalamos las fallas. El caso de Cristóbal es uno más de los innumerables casos que se presentan y éste tiene una connotación especial porque ya era conocido públicamente, estuvo en los medios de comunicación y despertó interés público. La idea es que este caso sirva de lección para llamar la atención en quiénes toman las decisiones sobre todo el tema de la Salud Mental y, desde luego, sensibilizar a la opinión pública. Después podrán venir los candidatos presidenciales y parlamentarios a opinar y dar cátedra, siempre que entiendan el problema.

